
 
 
 

FEDERACIÓN DE PROFESORES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS 
DEL ECUADOR “FEPUPE” 

ACUERDO MINISTERIAL Nro. MDT-2021-089 
                      “POR LA UNIDAD, DEFENSA Y SUPERACIÓN DE LOS DOCENTES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS” 
 

1 

 

 

SEÑORES JUECES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL 

ECUADOR.  
 

WILSON CORNELIO TORRES RÍOS, Doctor en Ciencias Ambientales, mayor de edad, 

de estado civil divorciado, ecuatoriano, domiciliado en la ciudad de Machala, provincia de El 

Oro, con cédula de ciudadanía No. 0700915481; JUAN FERNANDO BORJA VIVERO, de 

profesión Ingeniero Agrónomo, mayor de edad, divorciado, ecuatoriano, domiciliado en esta 

ciudad de Quito,  Provincia de Pichincha, con cédula de ciudadanía No. 1707982896; y, 

VICTOR HUGO HIDALGO DIAZ, Doctor de Ciencias en Ingeniería de Potencia y Física 

Térmica de la Ingeniería; mayor de edad, de estado civil casado, ecuatoriano; domiciliado en 

la ciudad de Quito, Provincia de Pichincha, con cédula de ciudadanía No. 1715476758; todos, 

docentes universitarios y, en el orden indicado, PRESIDENTE, SECRETARIO EJECUTIVO 

y SECRETARIO GENERAL de la FEDERACIÓN DE PROFESORES UNIVERSITARIOS 

Y POLITÉCNICOS DEL ECUADOR (FEPUPE), calidades que acreditamos con los 

documentos que adjuntamos en 58 fojas útiles; comparecemos por nuestros propios derechos 

y los que representamos, al amparo de lo establecido, sobre todo, en el artículo 436.2 de la 

Constitución de la República del Ecuador (en adelante CRE); y, de los artículos 74, 75.1.d), 

76, 77, 98, 135 y los demás pertinentes que se indicarán en el transcurso de este libelo, de la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante, LOGJCC), 

para deducir la siguiente ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD que consta de los 

siguientes términos:  

 

I 

 

AUTORIDAD COMPETENTE Y DATOS DE LOS COMPARECIENTES 

Conforme consta de la parte inicial de este libelo de demanda y, con fundamento en las normas 

allí mencionadas, queda indicada la autoridad ante la cual la proponemos.  

Nuestros nombres y apellidos son los que hemos dejado indicados en líneas anteriores. 

Comparecemos por nuestros propios derechos y, sobre todo, por los que representamos, en 

virtud de lo establecido en los artículos 439 CRE; 77 y 98 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
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II 

ÓRGANO EMISOR DE LA DISPOSICIÓN JURÍDICA INCONSTITUCIONAL 

 

La norma que, como se explicará y sustentará, es objeto de esta acción de inconstitucionalidad, 

es el Reglamento de Carrera y Escalafón del Profesor e Investigador del Sistema de 

Educación Superior, emitido mediante resolución del CONSEJO DE EDUCACIÓN 

SUPERIOR (en adelante CES), signada como RPC-SE-19-No.055-2021, adoptada el 17 de 

septiembre de 2021, en la Trigésima Tercera Sesión Extraordinaria del Pleno del CES del año 

2021, conforme de la certificación suscrita por la Dra. Catalina Vélez Verdugo y la Dra. Silvana 

Álvarez Benavidez, Presidenta Subrogante y Secretaria General del CES, respectivamente, y 

que consta inserta en el texto final de la copia simple que adjuntamos y se encuentra en la 

página web oficial de ese organismo, en la Gaceta Oficial del mismo1, y es de conocimiento 

público y notorio.  

 

A los efectos de que sea debidamente incorporado al expediente procesal, al momento de 

proveer la correspondiente citación con nuestra demanda, se servirá disponer: 

1. que quien representa al CES, órgano emisor demandado en esta causa, adjunte a su 

contestación, la correspondiente copia fidedigna y debidamente certificada del texto del 

Reglamento preindicado, de la correspondiente Resolución RPC-SE-19-No.055-2021, 

adoptada el 17 de septiembre de 2021 y del acta de la Trigésima Tercera Sesión 

Extraordinaria del Pleno del CES del año 2021;  

2. que, al momento de la incorporación de dicha copia certificada al proceso, el actuario 

o la actuaria de la Corte Constitucional proceda a cotejar el contenido de la misma, con 

la que es adjuntada a esta demanda por los comparecientes, a fin de que se certifique la 

total identidad de los dos documentos; y, 

3. que, para el efecto de que la posibilidad solicitada en el numeral 1 anterior sea 

inobservada, se obtenga el correspondiente ejemplar mediante la disposición de que la 

Secretaría de la Corte Constitucional proceda a obtenerlo directamente de la página web 

del CES y de cuya existencia acompañamos al final, adjunta, la copia de la captura de 

pantalla efectuada el 15 de febrero de 2022, que da cuenta de la existencia de ese 

documento en el precitado portal digital. 

 

El órgano emisor demandado, como se ha indicado, es el CES, cuya representante legal es la 

Dra. Catalina Vélez Verdugo (son todos los nombres y apellidos conocidos) quien ejerce la 

                                                     
1 El Reglamento se encuentra publicado en el siguiente link: 

http://gaceta.ces.gob.ec/resultados.html?id_documento=245825 
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calidad de Presidenta del mismo y a la mencionada se la citará con nuestra demanda, en el 

domicilio identificado al final de este libelo. 

 

 

III 

INDICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES ACUSADAS COMO 

INCONSTITUCIONALES: 

 

III. a.- LA VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE RESERVA DE 

LEY Y OTRAS VIOLACIONES DERIVADAS. 

Conforme lo determina el Art. 349 CRE, “El Estado garantizará al personal docente, en todos 

los niveles y modalidades, estabilidad, actualización, formación continua y mejoramiento 

pedagógico y académico; una remuneración justa, de acuerdo a la profesionalización, 

desempeño y méritos académicos. LA LEY regulará la carrera docente y el escalafón; 

establecerá un sistema nacional de evaluación del desempeño y la política salarial en todos los 

niveles. Se establecerán políticas de promoción, movilidad y alternancia docente.” (énfasis 

nuestro) 

 

De lo anterior se deriva, con meridiana claridad jurídica, que el régimen de la carrera docente 

y el escalafón está sujeto al principio de reserva de ley.  

 

El preindicado principio es uno de los más importantes del ordenamiento y régimen jurídico 

puesto que determina competencias legislativas o de creación normativa; establece jerarquías 

de determinadas relaciones jurídicas, jerarquías de posibilidades regulatorias; y, actúa como 

escudo garantista frente a la posibilidad de la pretensión abusiva del poder. Es lo que Ferrajoli, 

uno de lxs más connotados tratadistas contemporáneos del Derecho cuyas consideraciones 

teóricas gozan no solo de prestigio y validez entre lxs académicxs del mundo, sino en la 

jurisprudencia de una enorme cantidad de países, sobre todo del ámbito de los sistemas 

jurídicos romanista y de la common law, denomina principio de estricta legalidad. Él dice: 

“De ahora en adelante denominaré a la reserva de ley «principio de mera legalidad», que, como 

quiera que se la formule, es una norma dirigida a lxs jueces, a quienes prescribe la aplicación 

de las leyes; y usaré la expresión de principio de estricta legalidad, para designar la reserva 

absoluta de ley, que es una norma dirigida al legislador, a quien prescribe la taxatividad y la 

precisión empírica de las formulaciones legales.” (ver en Derecho y razón. Editorial Trotta 

1995, p. 35). Como se puede advertir, de modo inequívoco, deja expresado que dicho principio 
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determina que la posibilidad de la actividad regulatoria de aquello que se implica dentro del 

principio de reserva de ley, corresponde al órgano legislativo del Estado, es decir, es de su 

exclusiva competencia. En nuestro ordenamiento, aquello está expresamente consignado en 

el Art. 120 CRE, especialmente en sus numerales 5, 6, 7 y 8.  

 

En el Diccionario de Derecho Procesal Constitucional y Convencional (Tercera Edición, Tomo 

1. UNAM. 2021, p. 1.592), se encuentra que “Esa regulación (se refiere a la actividad 

normativa), al estar de por medio derechos fundamentales, necesariamente tiene que ser 

mediante ley, toda vez que así lo impone el principio de reserva de ley.” Y, en otro apartado, 

en la página 1.670, se señala que, del Principio de legalidad se “…derivan dos principios 

subordinados. El primero es el principio de reserva de ley, que evita que el reglamento 

aborde materias reservadas exclusivamente a la ley (delitos, penas, tributos, causas de 

expropiación, etc.). El segundo es el de la subordinación jerárquica de la ley al 

reglamento, y consiste en que el reglamento debe estar precedido por una ley con las 

excepciones que establezca la Constitución.” (énfasis nuestro) 

 

Otro aspecto inmerso en la observación del principio de reserva de ley refiere al “Principio de 

división de poderes. El reglamento expedido por el ejecutivo como norma subsidiaria no 

debe invadir el ámbito que corresponde al Congreso (…) definido por el principio de 

reserva de ley.” (ídem pp. 1670 y 1821). De ello se deriva que no puede asumir la potestad 

normativa un órgano distinto al que está facultado por la Constitución, ni éste, por obvias 

determinaciones de la división de las competencias entre las funciones del Estado que, de no 

ser observadas, anula los mecanismos de control y contrapesos exigidos por la organización 

constitucional del poder; y, porque no se puede delegar o renunciar al ejercicio de una potestad 

pública indelegable, como es la de dictar una ley. Una cosa es dictar la ley y que el ejecutivo 

emita un reglamento; y, otra, distinta delegar la emisión de lo que debe ser regulado por una 

ley, para que sea regulado por un reglamento. 

 

Por lo mismo, las referencias doctrinarias anteriores permiten determinar que “…, la seguridad 

jurídica exige la presencia de los siguientes principios: i) una norma jurídica debe estar 

debidamente publicada y promulgada a fin de que adquiera el carácter de obligatoria, es decir, 

debe mediar un procedimiento formal previamente establecido que implique darla a conocer a 

su destinatario. Ergo, presupone el carácter escrito de las normas y su recopilación en leyes, 

tratados, reglamentos, etc.; ii) la ley debe estar redactada de forma clara y comprensible, 

evitando a toda costa la existencia de porciones normativas ambiguas, oscuras, poco claras o 

con un grado de complejidad alto; iii) tanto las conductas como sus consecuencias que 

pretendan regularse a través del derecho deben quedar debidamente codificadas en una ley, de 

forma que los actos que no estén jurídicamente previstos en un ordenamiento no podrán tener 
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consecuencias jurídicas que afecten a la persona; iv) el principio de reserva de ley debe, ante 

todo, garantizar que ciertas conductas sean reguladas solamente mediante cierto tipo de 

norma; v) el principio de irretroactividad de la ley garantiza que una norma jurídica solo pueda 

aplicarse hacia el futuro, dotando con ello de certeza tanto a la actuación de las autoridades 

como a la de lxs particulares, y vi) la estabilidad y permanencia de los ordenamientos jurídicos 

resultan fundamentales, a fin de garantizar que las personas verdaderamente tengan 

oportunidad de conocerlos y entenderlos para ajustar su conducta a dichos parámetros.” (ídem. 

p. 1871.  

 

Dicho lo anterior y que no deja duda de que la Constitución obliga a que el régimen del 

escalafón y carrera de lxs docentes deba ser normado solo mediante una ley, la siguiente 

cuestión alude a que la transgresión no queda ahí puesto que, además, no solo debía dictarse 

una ley sino ésta debería ser ley orgánica. “Dicha expresión hace referencia a aquellas leyes 

dictadas bajo los principios de jerarquía y competencia, a efectos que por mandato 

constitucional el Parlamento desarrolle las reglas de organización y funcionamiento de las 

principales instituciones del Estado, así como de otras materias de calificada importancia. // 

Óscar Alzaga (…) señala que estas “se conciben como un tipo de disposiciones que se sitúan 

[…] en una zona intermedia entre la Constitución y las leyes ordinarias, y cuyo procedimiento 

de gestación, alteración o supresión está dotado de una ligera nota de rigidez”.” (García Toma, 

Víctor. Teoría del Estado y Derecho Constitucional. Editorial ADRUS Arequipa. Perú Tercera 

Edición, 2010 pp. 381-382, énfasis nuestro). 

 

Conforme al Art. 133.2 CRE para regular el ejercicio de derechos y garantías constitucionales, 

no solo se requiere una ley, sino una LEY ORGÁNICA como ocurre en este caso en el cual, 

el derecho a un escalafón y a un régimen de carrera DE MODO EXPRESO Y 

TAXATIVO, está constitucionalmente dispuesto que deba ser regulado en UNA LEY. 

 

El escenario violatorio ha ocurrido en condiciones de la actuación autoritaria del régimen 

gubernamental que se dictó la Ley Orgánica de Educación Superior (LOES) y “habilitó”, esta 

transgresión, poniendo una norma jurídica inconstitucional por el fondo, que ha 

permanecido rigiendo afectando derechos fundamentales de lxs docentes de la Educación 

Superior.   

 

La precitada LOES, sobre el régimen laboral de lxs servidores no académicos y de lxs 

docentes establece que: 

 

“Art. 70 LOES: Régimen Laboral del Sistema de Educación Superior.- El personal no 

académico de las instituciones de educación superior públicas y organismos del Sistema de 
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Educación Superior son servidores públicos y su régimen laboral es el previsto en la Ley 

Orgánica del Servicio Público, de conformidad con las reglas generales. El personal no 

académico de las instituciones de educación superior particulares, se regirá por el Código del 

Trabajo. 

 

Las y los profesores, técnicos docentes, investigadores, técnicos de laboratorio, ayudantes de 

docencia y demás denominaciones afines que se usan en las instituciones públicas de educación 

superior, SON SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS A UN RÉGIMEN PROPIO que 

estará contemplado en el Reglamento de Carrera y Escalafón del Profesor e Investigador del 

Sistema de Educación Superior, que fijará las normas que rijan el ingreso, promoción, 

estabilidad, evaluación, perfeccionamiento, escalas remunerativas, fortalecimiento 

institucional, jubilación y cesación.” … (énfasis nuestro) 

 

Esta norma legal, sin embargo de consignar lo que determina la citada disposición de la 

Constitución sobre la necesidad de regular la carrera y escalafón docente y, de que admite que 

a lxs docentes universitarios y politécnicos les corresponde un régimen propio, al final se 

desentiende del principio de reserva de ley y tuerce la determinación constitucional 

porque traslada la opción de la regulación a una norma reglamentaria, secundaria. Y, que se 

haya hecho constar esta opción en la LOES para “habilitar” un Reglamento, no convalida 

la transgresión constitucional. Lo expresado muestra que el Reglamento de Carrera y 

Escalafón del Profesor e Investigador del Sistema de Educación Superior, emitido mediante 

resolución del CES, RPC-SE-19-No.055-2021, del 17 de septiembre de 2021, en la Trigésima 

Tercera Sesión Extraordinaria del Pleno del CES del año, es inconstitucional puesto que viola 

la determinación constitucional del Art. 349, como ha quedado indicado.   

 

Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar que la norma constitucional determina algo que no 

puede ni debe dejar de apreciarse; no se debe ni puede reducirse su condición jurídica específica 

y lo que de ello se deriva, como efectos jurídicos concretos, en favor de lxs docentes 

universitarios: nos referimos a que el mandato constitucional, al exigir o determinar u 

ordenar que deba existir una ley especial para establecer el régimen de carrera y 

escalafón que les corresponde, como ya se dijo lo reconoce el Art. 70 de la LOES, 

IMPONE QUE DEBE EXISTIR UN RÉGIMEN ESCALAFONARIO Y DE CARRERA 

PROPIO DE LAS y LOS DOCENTES, por lo que no pueden ser extrañados de la exigencia 

de esa exclusividad o particularidad, para ser sometidos a criterios generales o que 

corresponden a un régimen general o que tenga como objeto regular, desde otros criterios o 

consideraciones, a otros servidores públicos.   

 

Ese régimen propio, jurídicamente implica varios aspectos:  
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1.- Que el régimen laboral relacionado con la carrera docente y su escalafón, debe ser 

contenido en una ley especial cuya materia exclusiva de regulación jurídica refiera a los 

aspectos previstos en la norma del Art. 349 constitucional y, otros, de obvia pertinencia, como 

el régimen de ingreso a la carrera, o los componentes escalafonarios, entre otros; 

 

2.- Que, por las mismas consideraciones precedentes, el régimen de lxs docentes y demás 

sujetos jurídicos que deben estar bajo las prescripciones de esa misma ley, no pueden ni deben 

ser subordinados a otros regímenes jurídicos cuyas especificidades o determinaciones 

jurídicas, corresponden a sujetos, procesos, exigencias o requisitos, condiciones, relaciones o 

dinámicas diferentes a las que se consideran como determinantes y meritorias del régimen 

especial de lxs docentes universitarios, sobre todo (tal como lo reconoce el CES en el Art. 5 

del mismo reglamento), al determinar que no son aplicables las normas de la LOSEP ni del CT 

sobre el régimen de jornadas laborales; y, pone en evidencia que se admite la exclusividad del 

régimen docente universitario que excluye a otros regímenes existentes para otra clase de 

sujetos jurídicos que son servidores públicos; pero se pretende aplicarlo sesgadamente sobre 

todo, cuando se busca favorecer pretensiones fiscales del Estado para evitarle el 

cumplimiento de obligaciones y cumplimiento de derechos de lxs académicxs de las IES; 

 

3.- Que, en consecuencia, toda regulación -que sea dictada en el sector público para regular 

derechos, obligaciones, condiciones, requisitos, etc., e involucre a los que les corresponde a lxs 

docentes universitarios, so pena de agredir y violar el carácter especial del régimen que ellxs 

tienen por determinación constitucional-, debe siempre observar regulaciones también 

especiales, puesto que no cabe sujetarlxs o someterlxs a determinaciones jurídicas generales, 

en lo que al ejercicio de su específica condición laboral de docentes, atañe. Por lo mismo, 

cualquier determinación normativa que no atienda esta especificidad o régimen propio, es 

inconstitucional, puesto que, sujetarlxs a disposiciones remunerativas, o a escalafones, o a 

límites sobre cualquier ámbito del régimen laboral que se determina para lxs servidores 

públicos en general, atenta contra su régimen especial laboral. Para que exista viabilidad 

jurídico-constitucional de disposiciones que pretendan tal sujeción, como se ve, ha de ser 

menester, primero, una norma especial; y, segundo, justificación de la pertinencia de su 

creación y aplicación al caso específico de lxs sujetxs y del ámbito propio que les ampara. 

 

Por lo mismo, más cuestionable es la pretensión de querer sujetar a las/los docentes a 

regulaciones comunes y generales del sector público cuando quien las emite es el Ejecutivo, 

cuya competencia se circunscribe a lxs servidores públicos de su función; y, en virtud de 

que, un ejercicio regulatorio como ese, afectaría la autonomía universitaria que, de modo 

expreso la reconoce y configura como la autonomía administrativa y financiera (además de los 
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otros ámbitos) y que se encuentra corroborada por las garantías a la asignación y entrega de 

sus recursos (Art. 355 CRE).  

 

Por lo anterior, si bien las/los docentes universitarios han de estar sujetos a reglas jurídicas 

de la administración o gestión presupuestaria del sector público, han de ser las que tienen 

rango de normas legales y no puede, por vía de normas secundarias dictadas por una 

autoridad pública que carece de competencias legislativas, crearse un régimen jurídico 

válido para sus derechos o régimen de carrera y escalafón, peor si es restrictivo o aflictivo.  

 

El régimen especial, específico y propio de las/los docentes de las IES, tiene como elementos 

constitutivos a varios que están previstos en la LOES, tales como los derechos y deberes de lxs 

docentes (Arts. 6 y 6.1); los fines y las funciones del Sistema de Educación Superior (Arts. 8 y 

13); las responsabilidades especiales del Estado frente al sistema de educación superior (Art. 

11); los principios rectores del sistema (Art. 12); el ejercicio de la autonomía responsable (Art. 

18); garantías como la del financiamiento de las IES públicas (Art. 23), entre otras. 

 

Todo esto debe ser atendido y respetado en la ley que debe regular la carrera y el 

escalafón, y cualquier contradicción o inobservancia implica una violación a ese régimen 

especial y propio que determina la Constitución, debe ser regulado por una ley que, 

además debe ser orgánica, como se ha visto. 

 

III. b.- LA INEXISTENCIA DE FACULTADES O COMPETENCIA DEL CES. 

 

Luego de lo que ha sido ya expuesto, ahora cabe preguntarse lo siguiente: ¿las facultades del 

CES alcanzan para disponer lo que se pretenden en el inconstitucional reglamento? 

 

Puede, invocando la potestad de “planificación, regulación y coordinación del Sistema de 

Educación Superior, y la relación entre sus distintos actores con la Función Ejecutiva y la 

sociedad ecuatoriana” -Art. 166 LOES-, ¿crear, abolir, mermar, modificar o alterar el régimen 

de derechos de las/los docentes? 

 

Art. 275 CRE, inc. Segundo, establece que la planificación garantizará el ejercicio de los 

derechos, los objetivos del régimen de desarrollo y los principios constitucionales. En el Art. 

276 ídem., se establecen los objetivos y se determina que se debe mejorar la calidad y esperanza 

de vida de los ecuatorianos, no mermarla; construir un sistema económico justo, democrático, 

...). Y el Art. 277 ídem., establece como deberes generales del Estado (ergo, de los funcionarios 

y servidores públicos), garantizar los derechos de las personas).  
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De lo anterior, se advierte y es clarísimo (como ocurre con toda potestad pública que, por 

naturaleza, es reglada), que la competencia del CES antes mencionada, no se puede ejercer al 

margen del orden jurídico y está constreñido a las demás especificaciones de la LOES. Y, el 

Plan, no es un instrumento para regular escalafón o carrera docente, porque para eso, incluso 

en el mismo criterio inconstitucional que se utilizó en la elaboración de la LOES, aquello 

correspondería al Reglamento. La potestad reglamentaria del CES, prevista en el Art. 169 g) 

de la LOES no supone que, para lograr el cumplimiento de objetivos del Plan de Desarrollo de 

la Educación Superior, a discreción puede ampliarse o extenderse o tener una interpretación 

extensiva que atente contra lo que se ha dejado indicado porque es, sin duda, contrario a la 

Constitución porque pretende que lo que se deba normar mediante ley, se haga por un 

reglamento; y, que lo que deba normar la Función legislativa del Estado, sea facultad ejercida 

por un órgano que ni tiene la jerarquía ni la potestad para hacerlo.  

 

Y, desde luego que en se puede sostener que el régimen de carrera docente y su escalafón son 

parte de la planificación. Es razonable admitir que lo son, pero aquello no implica que se pueda 

inobservar el marco antes indicado. Por lo mismo, un Plan no puede afectar los derechos sino 

orientar su realización. La potestad de planificación no está para hacer planes al margen de los 

fines de la Educación Superior previstos en el Art. 350 Constitucional, sino a la inversa. El 

Plan debe observarlos de modo obligatorio y, en ese marco, debe posibilitar que las labores 

docentes se realicen en las condiciones que se exige en la norma constitucional que, en 

consecuencia, consagra las condiciones de desempeño de la actividad docente y que aluden a 

su carrera y a su escalafón. El reglamento o una ley o un plan que se desentienden de estas 

premisas o determinaciones jurídicas, no tienen validez o implican violaciones 

constitucionales y legales. 

 

 

III. c.- SOBRE EL ESCALAFÓN Y LAS LIMITACIONES A LOS DERECHOS DE LOS 

DOCENTES O LA REDUCCIÓN ARBITRARIA DE SUS REMUNERACIONES. 

 

En el marco de lo expuesto, si bien el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Publicas 

(en adelante COPFP), en el Art. 74.15, prevé la potestad del Ministro de Finanzas, de emitir 

un dictamen previo sobre determinaciones que tengan impacto en los recursos públicos o que 

generen obligaciones no contempladas en los presupuestos del Sector Público no Financiero, 

so pena de nulidad y responsabilidad civil y penal, no ha de seguirse de ello que esa es una 

facultad ilimitada sino que, también, se debe ejercer en el marco del orden jurídico o de las 

demás normas.  
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Una primera cuestión que debe considerarse es que estos dictámenes no son soberanos ni 

pueden marcar límites al ejercicio de derechos, o determinar regímenes de goce o 

ejercicio de derechos. Admitir que un dictamen puede abolir, restringir, modificar o más, los 

derechos o las obligaciones (más si aquellos gozan de la prerrogativa de ser regulados solo 

mediante ley), implica admitir la ilógica e injurídica tesis de que un Ministro tiene 

potestades legislativas. Allanarse a un dictamen ilegal o inconstitucional, por lo mismo, NO 

GENERA EFECTOS JURÍDICOS.  

 

Por lo demás, la sola apreciación de un funcionario, ¿es razón suficiente para admitir que 

existen las condicionantes previstas en la norma?, o es indispensable que exista plena 

demostración de aquello y, con la correspondiente posibilidad de objeción por parte de los 

demás órganos públicos o de lxs sujetxs interesadxs en los derechos involucrados. Por ello el 

dictamen ha de ser, necesariamente, como todo acto administrativo, impugnable.   

 

Por lo mismo, la posibilidad de que los recursos públicos sean afectados aduciendo el supuesto 

impacto, no es, per se, una condición observable o insalvable. Adicionalmente, el que se 

admita posibilidad de impacto de determinaciones a las que alude el Art. 74.15 del 

COPFP, no tiene como inevitable consecuencia la negación, anulación, impedimento o 

restricción de su utilización, incremento o modificación. Es evidente que muchas 

inversiones o gasto público que se crea, aún fuera del presupuesto, son autorizadas y no reciben 

negación, como ocurre, por ejemplo, cuando el Presidente crea un Ministerio o un órgano 

público.  

 

Por ello, en este caso que refiere al régimen de remuneraciones de las/los docentes 

universitarios y politécnicos, el CES incurre en una actuación que carece de motivación, 

conforme la expresa determinación constitucional del literal l) del numeral 7 del Art. 76; 

porque no cabía solo admitir el dictamen, sino analizarlo y, en caso de ameritar, 

impugnarlo. Lo que se advierte, es un contubernio entre lxs funcionarixs de los dos órganos 

públicos que, tampoco corresponde a la obligación de coordinar acciones, que prevé el Art. 

226 constitucional (puesto que no existe posibilidad jurídica válida en la coordinación de 

acciones para afectar derechos o acordar su desconocimiento o merma; eso es colusión).  

 

Más aún, esta omisión que lleva a la falta de motivación, en tanto tiene consecuencias aflictivas 

sobre los derechos de las/los docentes universitarios y politécnicos, conlleva la 

responsabilidad derivada de la actuación negligente de lxs funcionarixs públicxs. Lo 

paradójico o cuestionable, es que, en esta dirección de actuación de los órganos, funcionarixs 



 
 
 

FEDERACIÓN DE PROFESORES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS 
DEL ECUADOR “FEPUPE” 

ACUERDO MINISTERIAL Nro. MDT-2021-089 
                      “POR LA UNIDAD, DEFENSA Y SUPERACIÓN DE LOS DOCENTES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS” 
 

11 

 

y servidores públicos, la Resolución del CES2, admite que un informe aflictivo (el contenido 

en MEF-VGF-2021-0518-O, de 20 de mayo de 2021 dictamen presupuestario) es “favorable”. 

Es decir, se califica de favorable a la propuesta de afectación de los derechos de lxs sujetxs 

jurídicos que son lxs violentadxs con esta norma, puesto que admite la existencia de docentes 

(a lxs que denomina) “sobrevalorados” y promueve un ajuste salarial ilegal a docentes 

ocasionales y a autoridades académicas y recomienda aprobar las escalas remunerativas 

reductivas de las autoridades académicas y del personal académico titular de las universidades 

y escuelas politécnicas públicas, así como monitorear y acompañar la aplicación. 

 

Y pretender, además, excluirse de la observación de otras garantías constitucionales, es una 

aberración. El CES, no puede abstraerse de garantías fundamentales como la de intangibilidad 

de los derechos adquiridos (Art. 326.2 CRE) que protege a los derechos de todos los 

trabajadores y servidores públicos y son consecuencia inevitable del principio de 

progresividad previsto en el Art. 11.8 CRE. O de la que determina el Art. 11.3 ídem, sobre la 

aplicabilidad directa e inmediata de derechos y garantías y determina que son derechos 

plenamente justiciables; o del principio de irreductibilidad que se plasma en el Art. 11.4 y 8 

ídem.; o del in dubio pro homine (Art. 11.5); o de principios como los de irrenunciabilidad, 

indivisibilidad, interdependencia y jerarquía igual (Art. 11.6; y, Art. 23 LOSEP). Todo este 

espectro de principios, garantías y derechos se afectan de un solo plumazo, cuando se decide 

caprichosamente y bajo criterios de supuesta eficiencia fiscal (que se aplica en las 

Universidades y Escuelas Politécnica, pero no en otras instituciones donde es necesario poner 

a disposición fondos públicos para atender “obligaciones” hasta anticipadas, por los interesados 

funcionarios que actúan en las dependencias públicas, como ha sido el caso del pago de deuda 

externa, o como en el caso de dispendiosa administración  que opera por la vía de condonación 

de deudas tributarias o similares). 

 

Del mismo, modo, no se puede abstraer del principio universal protegido por el Convenio 100 

de la OIT (2951) y que alude a la igualdad de la remuneración y que, siendo inicialmente creado 

para resguardar a la mujer, ha terminado por generar jurisprudencial y doctrinariamente la 

determinación de que “a trabajo igual, corresponde igual remuneración” (y que en la 

Constitución se recoge en el Art. 326.4 CRE), amparando a toda persona trabajadora de la 

posibilidad del odioso discrimen.  

 

                                                     
2 Informe sobre las escalas remunerativas del personal académico y autoridades de las universidades y escuelas 

politécnicas públicas y sus correspondientes métodos de cálculo. Décima Primera Sesión Ordinaria desarrollada 

el 02 de octubre de 2020, tramita con Acuerdo CES-CORPC408-SO.11-No.028-2020; también el Informe técnico 

sin número de 09 de junio de 2021, del equipo técnico de la Comisión Ocasional que recomienda aprobar las 

escalas; y, el Informe técnico IG-DGUP-CES-01-01-2021, de 10 de junio de 2021. 
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El régimen inconstitucional escalafonario que pretende instituir el reglamento, también 

inconstitucional por no ser la norma que lo debe regular ni ser emitida por el órgano legislativo 

competente, crea dos grupos de docentes: los que tienen remuneraciones conforme al “régimen 

anterior” y otros conforme al que se define en éste. De ese modo, la misma labor de un 

docente que tiene la misma categoría y el mismo tiempo de dedicación, es decir, la misma 

o igual condición laboral que otro, tiene dos regímenes de regulación, sobre todo, en las 

remuneraciones, dentro de la misma institución. 

 

A este respecto, el CES, órgano creado para regentar el Sistema de Educación Superior, ajeno 

a una básica obligación de su rol y finalidad, es decir a la de procurar su desarrollo y 

mejoramiento, admite un pronunciamiento aflictivo del Ministerio de Finanzas y, en base a ese, 

en lugar de mostrar los excesos y las violaciones, lo adopta como propio para, también, a 

renglón seguido, en el reglamento inconstitucional materia de esta acción, pretender propiciar 

y consumar las violaciones que estamos evidenciando. Con seguridad, cuando se trata de la 

conducta del mando superior de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional, es evidente su 

radical defensa de los intereses institucionales; y, de otra parte, la timorata actuación de los 

funcionarios que mezquinan recursos a las IES sin poner el más mínimo reparo a sus 

actuaciones violatorias de casi media Constitución. 

 

¿Por qué no opera la misma disposición política y fiscal con otras instituciones públicas? Esto 

que es público y notorio, no puede ser más que admitido como actos de discriminación que 

violan, también, la garantía constitucional prevista en el Art. 11.2. 

 

Actuaciones coludidas como éstas, violan la obligación de tutela (Art. 11.9 CRE); la 

obligación de proveer recursos financieros de manera oportuna, regular y suficiente (Art. 

348 ídem.) y la determinación que establece que la Función Ejecutiva no las podrá privar 

de sus rentas o asignaciones, retardar su entrega o transferencias (Art. 355, inciso final, 

ídem.); la política económica (Art. 284.1 ídem.) que debe asegurar una adecuada 

distribución del ingreso, sin perjuicio de lo determinado en los numerales 2 y 6. También 

atentan contra los objetivos de la política Fiscal: Art. 285.2 CRE (redistribución del ingreso) 

que no implica afectar la sostenibilidad, responsabilidad y transparencia que se determina en 

el Art. 286 ídem. y por lo cual se prevé que esos egresos permanentes para educación, son 

prioritarias y hasta podrán ser financiados con ingresos no permanentes y cuentan con 

preasignaciones (Art. 298 CRE). Que el CES y el Ministerio de Finanzas no tengan en cuenta 

nada de esto y opten por la afectación a los derechos de las/los docentes, es violatorio de sus 

obligaciones constitucionales.  
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III. d.- UNA NORMA SECUNDARIA Y ADJETIVA NO PUEDE ALTERAR LO QUE 

DETERMINA UNA NORMA SUPERIOR Y SUSTANTIVA. 

 

Un reglamento emitido por el CES, NO PUEDE NI DEBE modificar requisitos o 

determinaciones establecidos en la LOES. Como toda norma secundaria que, como en este 

caso, debe ser de naturaleza adjetiva, solo debe limitarse a “operacionalizar” o crear 

procedimientos para la operatividad de la norma sustantiva. Más aún, debe seguir la orientación 

y determinación prevista en la norma superior, la LOES, y sobre todo en lo que determina en 

sus Arts. 151 y 156, por ejemplo, esto es, determinar estímulos académicos y económicos y 

habilitar la capacitación y perfeccionamiento docente permanente. 

 

Respecto de los alcances del Reglamento inconstitucional que nos ocupa, cabe abordar la 

siguiente cuestión: ¿Quién fija las remuneraciones en las IES? ¿El Ministerio de Finanzas, 

el CES o el Órgano Colegiado Superior de cada IES? 

 

La CRE, en su Art. 33, sobre el derecho al trabajo establece que el Estado debe garantizar a las 

personas trabajadoras, pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y 

retribuciones justas, así como el desempeño de un trabajo saludable y libremente 

escogido o aceptado. A su vez, el Art. 226 ídem, dispone que lxs funcionarixs y órganos, solo 

ejercen las competencias y facultades atribuidas constitucionalmente. 

 

Cuando los funcionarios públicos con potestades decisorias, contra lo que ya ha determinado 

el régimen jurídico, adoptan resoluciones que vulneran derechos (modificando negativamente 

su goce, o reduciendo su extensión o efectos, a sometiendo su ejercicio a condiciones no 

previstas en una norma sustantiva) no solo incurren en el exceso de extender su potestad, 

sino que obligan a los sujetos administrados a admitir, contra su voluntad, condiciones 

aflictivas o indignantes en sus labores; violentan lo que constituyen derechos adquiridos 

(porque a quien ha tenido una remuneración determinada por varios años, se le impone 

unilateralmente una reducción remunerativa, sin que cambien su situación laboral, se 

desconocen derechos adquiridos); violan la Constitución porque caprichosamente modifican 

las remuneraciones o retribuciones que se admitieron como justas y, lo que fue un trabajo 

libremente escogido y aceptado, termina siendo un trabajo impuesto y exigido que se 

ejecuta contra la voluntad de la persona trabajadora y, el empleador (en este caso una 

institución pública o el Estado) se beneficia injustamente de la necesidad de tenerlo, como 

ocurre en la inmoral y vulgar actuación que caracteriza a capitalistas inescrupulosos. Y 

TODO, MEDIANTE UNA NORMA SECUNDARIA ¡DE NATURALEZA ADJETIVA!! 
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Ya nos referimos antes al principio de reserva de ley y pusimos en evidencia que el 

reglamento sobre el cual versa esta demanda, es, sin la menor duda, inconstitucional. Allí ya 

se mencionó que la Constitución (Art. 349) establecía un derecho y garantía fundamentales 

para lxs docentes de la IES, referido a la carrera y el escalafón propio. 

  

 

III. e.- EL REGLAMENTO INCONSTITUCIONAL Y SUS REGULACIONES 

INCONSTITUCIONALES SOBRE EL ESCALAFÓN  

 

La norma acusada en varios artículos o disposiciones como inconstitucional, en su Sección IV 

del Capítulo I del Título I, trata sobre el Escalafón y las Escalas remunerativas de las/los 

docentes y demás individuos del personal académico de la Universidades y Escuela 

Politécnicas Públicas. Tal Sección empieza, en su Art. 57, prescribiendo y determinando que 

la aplicación del escalafón y sus escalas remunerativas debe atenerse al principio de autonomía 

responsable, obviamente, atendiendo a las características de cada institución de educación 

superior. Esta norma, como se puede colegir o constatar, constituye un expreso reconocimiento 

de la potestad de cada universidad y escuela politécnica pública derivada de la autonomía 

administrativa que, junto a la académica, financiera y orgánica, instituye y otorga a nuestras 

instituciones el Art. 355 de la Constitución. Como lo establece esa misma norma, los límites 

del ejercicio de esa autonomía administrativa responsable no los impone ninguna autoridad, ni 

cualquier clase de norma; son establecidos por los objetivos del régimen de desarrollo previsto 

en el Título VI de la Constitución y los principios que esta norma superior impone. 

 

Sin embargo, de las garantías constitucionales y legales que se establecen sobre el 

financiamiento, el patrimonio y los recursos de las IES, en el precitado reglamento se establece 

inconstitucional e ilegalmente una supuesta potestad restrictiva y aflictiva de su autonomía 

financiera y administrativa. Así, se determina que “El Ministerio de Economía y Finanzas no 

asignará recursos financieros que no estén contemplados en la legislación vigente para cubrir 

obligaciones que se generen, de ser el caso, por la aplicación del presente Reglamento.” (Art. 

57). Si bien la norma parecería tener sentido y concordancia con las disposiciones de jerarquía 

superior, lo evidente es que crea una posibilidad de actuación discrecional y, por lo mismo, 

crea, para el Ministerio de Economía y Finanzas, una atribución no prevista en la Constitución 

ni en la Ley.  

 

A diferencia de lo que allí se pretende instituir, ese Ministerio, por el contrario, está obligado 

a disponer la acreditación automática de las rentas de las IES (Arts. 298 constitucional y 33 

LOES) y está prohibido de privarlas de las rentas o asignaciones o retardar su entrega (Arts. 

355 y 22 LOES). De otra parte, ¿cómo es que la generación de obligaciones imputables a la 



 
 
 

FEDERACIÓN DE PROFESORES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS 
DEL ECUADOR “FEPUPE” 

ACUERDO MINISTERIAL Nro. MDT-2021-089 
                      “POR LA UNIDAD, DEFENSA Y SUPERACIÓN DE LOS DOCENTES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS” 
 

15 

 

aplicación del Reglamento, si este fuere constitucional, sin más, crea la posibilidad de negativa 

de asignación de recursos, violentando varios preceptos y reglas jurídicas, como aquella de que 

nadie (peor el Estado o las instituciones públicas) puede enriquecerse ilegítimamente, o que 

todo trabajo debe ser remunerado, o que nadie puede apropiarse ilegalmente de bienes ajenos 

y, lo que es peor, que el acto que nace de la aplicación de una norma jurídica vigente ha de 

presumirse válido hasta que se declare su nulidad?  

 

Por lo mismo, es evidente que la prescripción contenida en el inciso segundo del Art. 57 del 

inconstitucional Reglamento, no solo violenta la autonomía administrativa y financiera de las 

IES, sino que afecta derechos de otros sujetos jurídicos en base a facultades extraordinarias 

creadas, contra razón jurídica, por un reglamento, en clara transgresión a la expresa exigencia 

sobre el ejercicio de las competencias que impone el Art. 226 CRE. 

 

Sobre este mismo aspecto cabe insistir que no es, ni el criterio del Ministro de Finanzas ni de 

ningún funcionario de ese Ministerio, ni la opinión o criterio de nadie del CES, lo que determina 

cuáles son los recursos de las IES. Ya hemos señalado varias normas constitucionales que 

refieren a esa determinación y, ni siquiera la ley que violente las normas constitucionales puede 

considerarse valida y eficaz para determinarlos si no se ajusta a las prescripciones 

constitucionales. Y, en este sentido, “los recursos financieros contemplados en la legislación 

vigente”, a diferencia del criterio cuantitativo o de monto, que tiene tanto el Ministerio de 

Finanzas, cuanto el CES, corresponden a UN RÉGIMEN. Por ello, a la luz de ese artificio 

o “invención” absurda e inconstitucional que se ha pretendido legitimar en la norma del Art. 

57 ya mencionado, ¿CÓMO PRETENDEN NEGAR RECURSOS A LAS IES PARA CUBRIR 

CONTRATACIONES DE DOCENTES O ATENDER ASCENSOS O PAGAR 

REMUNERACIONES O LABORES EXTRAORDINARIAS, SI TODO ESTO ESTÁ 

CONTEMPLADO EN EL RÉGIMEN JURÍDICO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 

RELATIVO A LOS RECURSOS QUE SE DEBEN ASIGNARLES Y PROVEERLES? 

 

Y así, el pago de remuneraciones por contratos determinados como necesarios por una IES para 

atender la demanda de servicios educativos, está contemplado en la legislación vigente; ¿por 

qué se justificaría que no se asigne recursos para cubrirlo? Es notorio de este artificio de 

apariencia jurídica, violenta la autonomía universitaria y las garantías que se dan a sus recursos 

y patrimonio al tiempo que atenta contra la calidad de la educación y demás exigencias que se 

determinan para que la educación superior cumpla sus fines y atienda los derechos de lxs 

personas que deben educarse. 

 

Y, claro, el propósito central es “ajustar” a las IES a los parámetros de ese arbitrario 

escalafón que prioriza intereses económicos y financieros de ciertos sectores de la economía 
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nacional, en desmedro de la educación del pueblo ecuatoriano al cual pretenden obligarlo a 

pagar por la educación, violentando el principio y garantía constitucional de su gratuidad 

(Arts. 28 y 348 CRE), bajo la presión de las necesidades que se dejan sin satisfacer, como ya 

ocurre en el régimen del sistema de educación bajo la administración del Ministerio de 

Educación, cuando -para atenderlas- se promueve “padrinazgos” para los establecimientos, o 

como sucede en los servicios de salud en los que los familiares de los pacientes angustiados 

deben proveer de implementos médicos y de medicinas, para procurar salvar las vidas de los 

enfermxs. 

 

Luego de esta acusada inconstitucionalidad, el texto normativo establece que “El sistema de 

escalafón promueve la excelencia académica mediante el reconocimiento y estímulo de lxs 

méritos del personal académico titular de las universidades y escuelas politécnicas fijando las 

categorías, niveles y grados escalafonarios de la carrera académica.” La prescripción es 

consecuente con las determinaciones constitucionales y legales, sin embargo, es una 

declaración inocua y sin efecto puesto que, como se verá a continuación, lo declarado no tiene 

consecuencia en las demás determinaciones.  

 

Como consta del texto referido, luego de abordar lo relacionado con el ingreso al escalafón de 

la carrera académica (Art. 59 del Reglamento inconstitucional), que puede ocurrir accediendo 

al nivel 1 de cualquiera de las categorías, el reglamento identifica, primero, lo que se ha de 

entender por categoría (grupo del escalafón al que corresponde cada individuo del personal 

académico titular) y, establece cuáles son: Auxiliar, Agregado y Principal (Art. 60); segundo, 

cuáles son los niveles, que refieren a cada rango gradual progresivo de cada categoría (Art.61); 

tercero, el grado escalafonario, es decir, el puesto correspondiente a la categoría y el nivel, 

del cual depende la remuneración; y, finalmente, los tiempos que se asigna a cada una de las 

categorías y niveles para habilitar la promoción o ascenso, que implica un período histórico 

de, al menos, 50 años para acceder a la categoría y nivel máximo del escalafón, el de 

Principal 3. En las dos primeras categorías se determina la permanencia de 4 años en cada 

nivel; y, en la última, 3 años para cada nivel (Art. 63). Desde luego, esta determinación no 

excluye la necesidad de cumplir otros requisitos para tales promociones (como los que constan 

en el Art. 150 LOES; y los que el mismo reglamento inconstitucional contiene en los Arts. 76 

y siguientes).  

 

Con base en estas determinaciones normativas previas, a partir del Art. 64 del preindicado 

reglamento3, se incursiona en la regulación del régimen de remuneraciones para el personal 

                                                     
3 Artículo 64.- Determinación de las remuneraciones.- Las remuneraciones del personal académico las fijará el 

órgano colegiado superior de la universidad o escuela politécnica, en sus reglamentos de escalafón docente. 
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académico titular. Y aquí, a pesar de que se vuelve a declarar la potestad de los órganos 

colegiados superiores de las IES, para fijar las remuneraciones en sus reglamentos de escalafón 

docente (que, obviamente, como también prevé el régimen jurídico, atenderá a la naturaleza y 

peculiaridades de cada IES), posteriormente se crea una discriminación entre las/los docentes 

de esa misma institución, como ya se dijo anteriormente.  

 

En esta normativa, una primera cuestión extraña al derecho de las/los docentes y a la 

potestad autónoma de las IES, es la limitación que se impone para la determinación de las 

remuneraciones, a la existencia o no de docentes que pudieren estar, en esa universidad 

o escuela politécnica, en la última categoría y nivel del escalafón (Art. 65), de modo que en 

aquellas donde tal posibilidad no existiere, las remuneraciones terminan siendo reducidas o 

diferenciadas no por razones relativas a la condición del docente o de la categoría o nivel, sino 

por el cálculo ajustado a la mayor remuneración existente en esa IES, en particular. Esta es una 

sui géneris interpretación de la naturaleza y peculiaridad de cada universidad o escuela 

politécnica. Para los fines de mejorar las condiciones de ejercicio de los derechos de lxs 

docentes, esa naturaleza y peculiaridad no se toma en cuenta; sin embargo, para efectos 

de determinar hacia abajo el ejercicio de tales derechos si se acude a esa situación 

particular.    

 

¿Cuál es el fundamento jurídico, técnico, económico o financiero de esta determinación? De lo 

que sigue, se puede desprender que no existe. Si se revisa la parte motiva del inconstitucional 

reglamento, a efectos de darle apariencia de validez constitucional, sus autores citan, por 

ejemplo, el Art. 349 de la Norma Suprema, que dispone lo siguiente: “El Estado garantizará 

al personal docente, en todos los niveles y modalidades, estabilidad, actualización, formación 

continua y mejoramiento pedagógico y académico; una remuneración justa, de acuerdo a la 

profesionalización, desempeño y méritos académicos. La ley regulará la carrera docente y 

el escalafón; establecerá un sistema nacional de evaluación del desempeño y la política salarial 

en todos los niveles. Se establecerán políticas de promoción, movilidad y alternancia docente”. 

La norma invocada por el mismo órgano autor del reglamento inconstitucional, no deja duda 

que al personal académico de las IES, su escalafón (cuyo régimen jurídico tiene expresa 

determinación de reserva de ley y no puede ser regulado por un reglamento), debe reconocerle 

una remuneración, no solo justa, sino que debe corresponder a la profesionalización, a su 

desempeño y a otros méritos académicos. 

                                                     
Para determinar la remuneración del personal académico a medio tiempo de las universidades y escuelas 

politécnicas se multiplicará por 0,50 la remuneración para la dedicación a tiempo completo correspondiente. 

Para determinar la remuneración del personal académico a tiempo parcial de las universidades y escuelas 

politécnicas, la multiplicación se hará por el factor correspondiente de acuerdo al número de horas de dedicación 

semanal. 
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Lo que habría de seguir después de esa invocación de tal norma, es que la norma reglamentaria, 

consecuente con la norma constitucional, la aplique y consigne los procedimientos apropiados 

para su aplicación determinando cómo, el CES y las demás autoridades públicas, deben 

habilitar el cumplimiento de esas garantías. Pero no, se la invocó, tan solo para crear una 

apariencia, porque en realidad, ¡mediante la normativa secundaria reglamentaria, se consigna 

una pretensión de transgresión a la Constitución!! 

 

A fin de apreciar la transgresión vamos a realizar las siguientes reflexiones. Primero, no cabe 

que la remuneración de lxs docentes universitarixs se pretenda someterla al régimen 

general de los servidores públicos del país y, en muchos casos, esté por debajo de la que 

perciben quienes realizan labores de menor importancia, trascendencia o impacto social 

que la que realiza un docente de la educación superior. Hoy por hoy, hay muchísimos docentes 

que perciben remuneraciones inferiores a las de un soldado raso o de un policía. Así, por 

ejemplo, ¿cabe que un servidor administrativo de ciertas instituciones, con menor formación, 

casi sin experiencia o sin ella, sin las destrezas apropiadas para desempeñar funciones de 

responsabilidad, tenga una remuneración mayor u ocupe funciones de responsabilidad que le 

otorgan ventajas remunerativas frente a las de un docente universitario de varias categoría y 

niveles? ¿Puede considerarse justa la remuneración de la docencia universitaria examinando 

esa relación? ¿Es justa la remuneración de la docencia universitaria que debe cumplir con las 

exigencias de un concurso de merecimientos y oposición para acceder al nivel 1de cualquiera 

de las categorías, frente a la posibilidad que otros servidores que acceden a cargos por 

relaciones políticas con los gobiernos de turno (locales o nacionales) o funcionarios de las 

diversas funciones del Estado? ¿Se justifican las restricciones impuestas desde el Ministerio de 

Finanzas y admitidas por el CES, hacia las universidades y escuelas politécnicas, dirigidas a 

evitar contar con esa remuneración justa en el marco de esas comparaciones?  

 

Segundo, la remuneración de lxs docentes universitarios debe corresponder a su 

profesionalización y méritos académicos. Ello implica que no solo debe reconocer los grados 

académicos alcanzados sino los que se hacen indispensables para su desarrollo académico-

científico, aparte de que debe ser consecuente con sus contribuciones al desarrollo de la 

academia, la ciencia, la técnica y la tecnología. La valoración de la fuerza de trabajo atiende a 

las condiciones necesarias de su producción y se expresa en la remuneración, aunque no de 

modo total. La docencia universitaria necesita no solo adquirir títulos profesionales y grados 

académicos, sino desarrollo de experiencia, inversión e tiempos y recursos extraordinarios y 

diferentes a la de muchos otros servidores públicos. Exige participación en procesos de 

investigación científica e innovación tecnológica y mucho más, que lo ubican como uno de los 

servidores de mayor aporte y significación en la vida de una sociedad. Entonces, ¿cómo puede 
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justificarse que su remuneración esté sujeta a los mismos parámetros que cualquier otro 

servidor público? Y esta es otra de las causas de inconstitucionalidad que tiene el Reglamento 

acusado, porque, además de eludir y violar el principio de reserva de ley, violenta la exigencia 

constitucional del régimen de carrera y escalafonario PROPIO que debemos tener las/lxs 

docentes universitarios y politécnicos, y nos somete al régimen general de ubicación, 

categorización, valoración y remuneración igual que cualquiera de lxs demás servidores 

públicos, con la única diferencia de que se nos ubica a partir de determinado puesto de esa 

escala general. 

 

Es evidente, entonces, que esa limitación está contra la norma constitucional no solo 

porque establece, para unas IES un tope indebido, sino porque somete a las/lxs docentes, 

a un régimen que no les corresponde porque no es el propio de ellas/os.  

 

En el caso de otras normas, las violaciones operan porque pretenden institucionalizar 

condiciones inadmisibles que violentan derechos específicos o consecuencias jurídicas 

específicas contrariando principios y garantías constitucionales. Tal es el caso de lo que se 

consigna en los Arts. 19 y 21 del reglamento inconstitucional.  

En el Art. 19, que trata sobre la modificación del régimen de dedicación y admite que es posible 

hacerlo temporalmente y previa solicitud o aceptación del docente, su inciso final reza que “En 

ningún caso la modificación temporal del régimen de dedicación podrá considerarse 

como un derecho adquirido del personal académico”. Como se aprecia, mediante un 

subterfugio reglamentario, se introduce un régimen de dedicación no previsto en la LOES al 

que se lo denomina “temporal”, orientado a crear una especie de laboralidad precaria, como 

ocurre con las regulaciones que se estilan en materia laboral que pretenden que exista trabajo 

por horas o modalidades contractuales en las que el empleador tiene capacidad de modificar a 

su gusto y en cualquier momento, las condiciones de la ejecución de las obligaciones de la 

persona trabajadora. En nuestro caso, se pretende que un cambio de tiempo de dedicación que, 

en muchos casos, pretende favorecer al docente puesto que su incremento posibilita el de su 

remuneración, sea administrado de modo unilateral. Sin embargo de que, para su cambio se 

requiere que exista petición o aceptación, para su terminación, basta la decisión unilateral de 

la administración.  

Lo anterior, por lo mismo, violenta el derecho de lxs docentes a su estabilidad laboral, a un 

régimen regulado y acordado, conocido y aceptado (Art. 33 Constitucional) y crea una 

competencia arbitraria, desregulada (Art. 11.9; Art. 76.7 literal L; Art. 226; viola la seguridad 

jurídica Art. 82 y acarrea responsabilidades conforme el Art. 151 y 233). 
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En el caso del Art. 21, relativo a los requisitos generales de ingreso, se instituye que quien 

ingrese a la docencia de las IES, deberá presentar su hoja de vida con la documentación de 

respaldo que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos en este Reglamento; y, cumplir 

otros requisitos, entre los cuales está lo que se determina en el literal g) que dice: “Haber sido 

declarado triunfador en el concurso de méritos y oposición, salvo en los casos de las servidoras 

y servidores públicos de elección popular o de libre nombramiento y remoción;” 

La norma citada, inoficiosa y equívoca, es violatoria del principio de igualdad y no 

discriminación porque es evidente que no existe fundamento para que alguien que haya sido 

elegido por votación popular o sea de libre nombramiento y remoción, tenga un privilegio o 

sustento jurídico válido para no cumplir con el requisito del concurso. No hay norma 

constitucional que permita la configuración de esta prerrogativa en favor de esta clase de 

ciudadanos y, por lo mismo, crearla mediante una norma reglamentaria y adjetiva, es un 

verdadero despropósito de sus autores/as. 

Finalmente, en otras normas como las del Art. 28 y 30, su evidente defecto de técnica jurídica 

o de aplicación del régimen jurídico, provoca que sean normas que también permiten 

aflicciones al orden constitucional. Por ejemplo, cuando se establece que un requisito para ser 

personal académico invitado se indica que el candidato deberá “gozar de prestigio académico, 

científico, cultural, artístico, profesional…” La norma, tal como está redactada, consagra una 

atribución discrecional (contrario a la potestad reglada que exige el Art. 233) no contemplada 

en la Constitución, o la posibilidad de legitimar factores de discriminación para la selección 

docente y por ello viola el principio de seguridad jurídica y el principio de igualdad y no 

discriminación. 

 

 

III. f.- EL REGLAMENTO INCOSNTITUCIONAL VIOLA EL RÉGIMEN DE LA 

AUTONOMIA UNIVERSITARIA, OTRA GARANTÍA CONSTITUCIONAL. 

 

Si se lee el texto del inciso final del Art. 66 de Reglamento inconstitucional, se puede leer algo 

que parecería nace del reconocimiento inevitable del estatus jurídico del que gozan las IES, su 

autonomía (que, en manos de los interesados en someterlas al control mediante la manipulación 

financiera o, en general de sus recursos, ya se mutiló con el agregado de “responsable”). Tal 

texto reza: “Ningún cargo de autoridad académica, de personal académico o de personal de 

apoyo académico se regirá ni registrará bajo el régimen LOSEP. De igual forma ningún cargo 

administrativo se regirá o registrará por fuera de la LOSEP.” 
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La autonomía, reconocida con estatus de garantía constitucional, configura la especial 

naturaleza jurídica que cualifica a las Universidades y Escuelas Politécnicas. No se trata de una 

mera atribución o de una cualidad cualesquiera. Corresponde a uno de sus atributos 

esenciales que las caracteriza. Dicho de otro modo, no cabe admitir que, en un Estado de 

Derecho y, peor en un Estado de derechos y justicia (como lo determina nuestra Norma 

Suprema -Art. 1-, en el cual las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, 

servidores y servidoras, y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal -léase, 

“tienen autoridad”-, deben ejercer únicamente las competencias y facultades que les atribuye 

la Constitución y la ley -Art. 226-) tales autoridades violenten el ejercicio de dicha 

autonomía, puesto que aquello constituye una violación magna ya que no solo violenta la 

naturaleza de las IES sino que transgrede, desfigura e irrespeta una de las 

determinaciones más relevantes de la Constitución sobre su régimen. La violación a la 

autonomía universitaria no es, por lo mismo, cualquier conducta ni tiene consecuencias del 

mismo nivel que cualquier otra transgresión jurídica. 

 

Las normas constitucionales contenidas en los Arts. 26, 27, 298, 347.1, 348, 349, 355, 357, 

establecen, entre otras determinaciones, que: 

 

- La educación es un derecho de las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e 

inexcusable del Estado. Constituye un área prioritaria de la política pública y de la inversión 

estatal, garantía de la igualdad e inclusión social y condición indispensable para el buen vivir. 

(Art. 26); 

 

- La educación es indispensable para el conocimiento, el ejercicio de los derechos y la 

construcción de un país soberano, y constituye un eje estratégico para el desarrollo nacional 

(Art. 27, inc. segundo); 

 

- Se establecen preasignaciones presupuestarias destinadas al sector educación, a la 

educación superior; y a la investigación, ciencia, tecnología e innovación en los términos 

previstos en la ley; que las transferencias correspondientes a preasignaciones serán 

predecibles y automáticas (Art. 298); 

 

- Será responsabilidad del Estado, fortalecer la educación pública y la coeducación; asegurar 

el mejoramiento permanente de la calidad, la ampliación de la cobertura de las instituciones 

educativas públicas (Art. 347.1); 

 

- La educación pública será gratuita y el Estado la financiará de manera oportuna, regular y 

suficiente; que la falta de transferencia de recursos en las condiciones señaladas será 
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sancionada con la destitución de la autoridad y de las servidoras y servidores públicos remisos 

de su obligación (Art. 348); 

 

- El Estado reconocerá a las universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, 

administrativa, financiera y orgánica, acorde con los objetivos del régimen de desarrollo y los 

principios establecidos en la Constitución; les reconoce el derecho a la autonomía, ejercida y 

comprendida de manera solidaria y responsable que les garantiza el ejercicio de la libertad 

académica y el derecho a la búsqueda de la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de 

sí mismas, en consonancia con los principios de alternancia, transparencia y los derechos 

políticos; y la producción de ciencia, tecnología, cultura y arte; que la Función Ejecutiva no les 

podrá privar de sus rentas o asignaciones presupuestarias, o retardar las transferencias a 

ninguna institución del sistema, ni clausurarlas o reorganizarlas de forma total o parcial (Art. 

355); y,  

 

- El Estado garantizará el financiamiento de las instituciones públicas de educación superior, 

sin perjuicio de que puedan crear fuentes complementarias de ingresos para mejorar su 

capacidad académica, invertir en la investigación y en el otorgamiento de becas y créditos, que 

no implicarán costo o gravamen alguno para quienes estudian en el tercer nivel (Art. 357). 

 

Lo anterior constituye el fundamento constitucional de regulaciones legales contenidas en la 

Ley Orgánica de Educación Superior (LOES) y se encuentran en normas como las de los Arts. 

3; 4; 5 b) y c); 6.b); 8.d); 9; 11 a), b), g) y h); 12; 13 a), b), c), d), i), n) y o); 17; 18.f); 20; 22; 

23; 24; 29; 33; 35; 36; 70; 71; 93 y siguientes; 145; 155; 156; 166, entre otras. En éstas se 

determina que, como parte de sus fines, la educación superior no estará al servicio de intereses 

individuales y corporativos (lo que incluye las pretensiones o intereses de sectores que acceden 

al ejercicio del gobierno y se apartan de los fines determinados por las normas) puesto que se 

debe atender este derecho de lxs ecuatorianos y ecuatorianas en condiciones de igualdad, como 

un servicio que debe asegurarles calidad y pertinencia, permitirles contar y acceder a medios y 

recursos adecuados para su formación; contando con una planta docente a la que se le debe 

garantizar como derecho básico, el tener las condiciones necesarias (es decir con las que se 

requieren para la satisfacción de los estándares de calidad y pertinencia) para su ejercicio puesto 

que, de ese modo, es posible cumplir con el fin de fortalecer en las y los estudiantes un espíritu 

reflexivo orientado al logro de la autonomía personal, en un marco de libertad de pensamiento 

y pluralismo ideológico; y, cumpla como condición indispensable para la construcción del 

derecho del buen vivir en el marco de la interculturalidad, del respeto a la diversidad y la 

convivencia armónica con la naturaleza. 

 



 
 
 

FEDERACIÓN DE PROFESORES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS 
DEL ECUADOR “FEPUPE” 

ACUERDO MINISTERIAL Nro. MDT-2021-089 
                      “POR LA UNIDAD, DEFENSA Y SUPERACIÓN DE LOS DOCENTES UNIVERSITARIOS Y POLITÉCNICOS” 
 

23 

 

En ellas también se determina la responsabilidad del Estado como el exclusivo ente que debe 

proveer los medios y recursos para las instituciones públicas que conforman el Sistema de 

Educación Superior (IES), otorgándoles garantías para su financiamiento (que constará en el 

Presupuesto General del Estado) cuanto para que éstas, a su vez, garanticen el goce del derecho 

a la educación superior, generen condiciones de independencia para la producción y 

transmisión del pensamiento, la cultura y el conocimiento, en condiciones de gratuidad, de 

modo que cualquier deficiencia en la provisión de tales medios y recursos, no solo implica 

desatender o afectar el desempeño institucional de las IES, sino violentar un derecho 

fundamental de las ecuatorianas y ecuatorianos. Por ello es que se establece como funciones 

del sistema de educación superior el lograr calidad, excelencia y pertinencia; propiciar la 

creación, desarrollo, trasmisión y difusión de ciencia, técnica, tecnología y cultura; formar 

académicos, científicos y profesionales; fortalecer el ejercicio y desarrollo de la docencia y la 

investigación científica; incrementar y diversificar las oportunidades de actualización y 

perfeccionamiento profesional para los actores del sistema; garantizar la producción de 

pensamiento y conocimiento articulado con el pensamiento universal; y, brindar niveles 

óptimos de calidad en la formación y en la investigación, entre los que interesan resaltar en esta 

demanda, puesto que están ligados a las condiciones de ejercicio de las labores docentes y 

que, como se verá, se ven agredidas y violentadas por la transgresión de las determinaciones y 

garantías jurídicas que de estas normas se deprenden. 

 

Como ya se ha anotado, en el interés de que se respete y cumpla ese marco normativo 

obligatorio anteriormente relatado, se consagra la autonomía de las IES (Art. 17 LOES) que, 

de modo expreso, implica la libertad para elaborar, aprobar y ejecutar el presupuesto 

institucional y para administrar los recursos, acorde a los objetivos del régimen de 

desarrollo, sin duda, observando los parámetros establecidos por la normativa del sector y 

que tampoco debe ser interpretado por la autoridad pública de cualquier índole, como 

posibilidad o potestad de establecer o constituir alteración a las determinaciones del 

régimen constitucional de la naturaleza y existencia de la IES, ni a las facultades 

otorgadas a ellas.  

 

Por ello mismo, se ha determinado un régimen especial de constitución de patrimonio y 

financiamiento de las IES, en clara determinación jurídico-constitucional de impedir la 

intervención de cualquier autoridad pública, sobre aquello. Sus rentas, sus asignaciones 

presupuestarias y hasta sus saldos presupuestarios comprometidos entran en esa prohibición 

que se impone de modo expreso y taxativo a la Función Ejecutiva, de no poder privarles de 

ellas o retardar su transferencia, así como disponer su acreditación automática. Y, en la 

intención expresa de habilitar la accesibilidad a más recursos, para el cumplimiento de sus fines 

y misión, también se ha abierto la posibilidad de optar por asignaciones especiales como los 
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recursos concursables que pueden existir para para cultura investigación, ciencia y tecnología 

e innovación o para publicaciones, becas para profesores o profesoras e investigación. 

 

Esta es la configuración del régimen jurídico establecido, primero, por la Constitución y, 

luego por la LOES, sobre el patrimonio, recursos, financiamiento, administración autónoma de 

la IES públicas, sobre todo. 

 

Este régimen es el que, por lo mismo, habrá que tenerse muy en cuenta al momento de 

apreciar y entender el régimen relacionado con el personal académico y que, como se ha 

visto, por disposición constitucional, en lo que atañe a su carrera y escalafón debe ser el que 

les corresponde como propio y debió ser regulado mediante una ley y no por una norma 

secundaria, como un reglamento.  

 

Sin perjuicio de lo mencionado respecto de la determinación constitucional sobre la reserva de 

ley que instituye sobre la posibilidad de regular la carrera docente y el régimen escalafonario, 

el régimen antes mencionado permite concluir claramente que: 

 

1.- La carrera y escalafón docentes corresponden a un régimen propio del personal académico 

de las IES y debe estar regulado por una ley; 

 

2.- Que, si bien, todas la IES deben observar las determinaciones de un régimen reglado sobre 

carrera y escalafón docentes, que debe constar en una ley, dicho régimen no puede obstruir 

ni afectar la autonomía de ninguna de ellas; 

 

3.- Que en uso de la autonomía “responsable” de la que gozan -por naturaleza- las IES (Art. 17 

de la LOES), les corresponde administrar sus presupuestos y recursos y, por lo mismo, 

decidir y determinar la aplicación de la carrera y escalafón atendiendo a sus 

particularidades, como se prevé también para otros ámbitos en los Arts. 37 y 97 de la misma 

ley; 

 

4.- Evidencia que la norma que debe regular el régimen de carrera y escalafón del personal 

académico de la IES, no puede afectar estas potestades puesto que implica intromisión en 

su competencia autónoma administrativa y, por ello, violación a esa naturaleza constitucional 

de que gozan las IES; y, 

 

5.- Que TODO lo anterior es lo que se debe reconocer y consagrar en cualquier pretensión 

regulatoria que, sobre la carrera y escalafón docente de la Educación Superior, se intente. 
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IV 

PRETENSIÓN 

Con fundamento en lo que ha sido expuesto a lo largo de nuestra demanda y al amparo de las 

disposiciones constitucionales y legales que hemos invocado, solicitamos: 

 

- Que se declare la inconstitucionalidad por la forma por el fondo del Reglamento de 

Carrera y Escalafón del Profesor e Investigador del Sistema de Educación 

Superior, emitido mediante resolución del CONSEJO DE EDUCACIÓN 

SUPERIOR (CES), signada como RPC-SE-19-No.055-2021, adoptada el 17 de 

septiembre de 2021, en la Trigésima Tercera Sesión Extraordinaria del Pleno del CES 

del año 2021, conforme de la certificación suscrita por la Dra. Catalina Vélez Verdugo 

y la Dra. Silvana Álvarez Benavidez, Presidenta Subrogante y Secretaria General del 

CES, que se encuentra en la página web oficial de ese organismo, en la Gaceta Oficial 

del mismo, como se ha indicado al inicio de este libelo de demanda. 

 

V 

MEDIDAS CAUTELARES 

 

Al tenor del Art. 87 Constitucional, solicitamos la suspensión de los efectos del Reglamento 

acusado por su inconstitucionalidad, de una parte, porque existen contundentes argumentos que 

la Corte podrá apreciar, ponen en cuestionamiento el origen o la naturaleza constitucional de 

esa norma; y, segundo, porque la norma acusada de inconstitucionalidad, ha empezado a ser 

aplicada en algunas IES causando ya efectos nocivos y afectación a derechos de lxs docentes 

universitarixs que, de declararse la inconstitucionalidad, como corresponde, no podrán ser 

reparados por la evidente limitación de hecho que se ha creado sobre los presupuestos 

universitarios. 

 

VI 

La prueba de las violaciones y transgresiones, puesto que corresponden a aspectos relacionados 

con la afectación normativa a principios, garantías, normas y derechos amparados o 

consagrados en ellas, se satisface con la existencia del Reglamento impugnado por su 

inconstitucionalidad y cuya existencia material ha sido indicada en esta demanda y debe ser 

requerida al órgano emisor u obtenida de la página web del CES, conforme se ha indicado. 

 

CITACIONES 

A la Presidenta encargada del CES, Dra. Catalina Vélez Verdugo, se la citará en las oficinas 

de ese organismo, ubicadas en la calle Alpallana E6-133 y Francisco Flor, de esta ciudad de 

Quito.  
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